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de la entidad «The Chase Manhattan Bank CMB, Sociedad Anónima», que
ha pasado a denominarse «JP Morgan Bank, Sociedad Anónima»,

Este Departamento dicta la siguiente resolución:

Se procede a convalidar la autorización número 412 para actuar como
colaboradora con el Tesoro en la gestión recaudatoria, correspondiente
a la entidad «The Chase Manhattan Bank CMB, Sociedad Anónima», res-
pecto a la nueva denominación de «JP Morgan Bank, Sociedad Anónima».

Contra la presente Resolución podrá interponerse, a tenor de lo dis-
puesto en el artículo 114 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, recurso de alzada ante el Director general de la Agencia
Estatal de la Administración Tributaria, en el plazo de un mes, a contar
desde el día siguiente al de su notificación.

La presente Resolución surtirá efectos desde el día siguiente al de
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 22 de mayo de 2002.—El Director del Departamento, Santiago
Menéndez Menéndez.

MINISTERIO DEL INTERIOR

11972 RESOLUCIÓN de 17 de junio de 2002, de la Secretaría de
Estado de Seguridad, por la que se determina el porcentaje
del personal de seguridad privada adscrito a los servicios
declarados esenciales, durante el desarrollo de la huelga
general que tendrá lugar el día 20 de junio.

El Real Decreto 524/2002, de 14 de junio, por el que se garantiza la
prestación de servicios esenciales en el ámbito de la seguridad privada,
en situaciones de huelga, determina en su artículo 2 aquellos servicios
que se consideran esenciales para la comunidad, teniendo en cuenta, para
ello, la adecuada proporcionalidad que debe existir entre el interés general
y el derecho de los trabajadores.

Estando convocada una huelga general para el próximo día 20 del
corriente mes de junio, procede determinar, de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 2 y 3 del citado Real Decreto, y haciendo uso
de la facultad que me confiere el último de estos preceptos, el porcentaje
del personal de seguridad privada adscrito a los servicios declarados esen-
ciales que deberá desarrollar su actividad durante la celebración de aquella,
teniendo en cuenta que el mencionado personal contribuye de manera
directa a garantizar el ejercicio de las libertades, así como la seguridad
de las personas y bienes y la prevención del delito.

A efectos de cuantificación de los servicios mínimos, debe tenerse pre-
sente que actualmente en España derechos fundamentales tan inherentes
a la condición humana como la vida, la libertad ideológica o la seguridad,
recogidos en los artículos 15, 16 y 17 de nuestra Constitución, se ven
permanentemente amenazados por la actividad terrorista.

Si la sociedad en general es víctima del terrorismo, no cabe duda,
pues así lo demuestran los atentados perpetrados, que diversos colectivos
(representantes de formaciones políticas, miembros de la Judicatura y
del Ministerio Fiscal, organizaciones de expresión popular, etc.) son más
vulnerables a sufrir esta lacra. Debido a la insuficiencia de medios humanos
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para cumplir con la obligación
de garantizar la seguridad de estas personas, la Administración General
del Estado (corresponsabilizándose en el caso de la Comunidad Autónoma
del País Vasco, con el Gobierno de dicha Comunidad), además de los ser-
vicios que presta con miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
del Estado, procedió a la contratación de servicios de protección de per-
sonas mediante empresas de seguridad privada.

Ante la posible colisión entre el legítimo derecho de huelga de los
trabajadores de la seguridad privada y el propio derecho a la vida de
los por ellos protegidos, es evidente que éste último debe prevalecer y,
por ello, resulta obligado asegurar la continuidad de las protecciones
mediante en mantenimiento de los servicios que se vienen prestando.

En su virtud, oídas las Organizaciones sindicales y empresariales más
representativas del sector, dispongo que durante la huelga convocada para
el día 20 del presente mes, se considerará en situación de servicios mínimos,
en el sector de seguridad privada:

Primero.—El 100 por 100 del personal que preste servicios de protección
de personas en la Comunidad Autónoma del País Vasco y en la Comunidad
Foral de Navarra.

El 75 por 100 del personal que preste dichos servicios en el resto
del territorio nacional.

Segundo.—El 85 por 100 del personal que preste servicios de seguridad:

En las actividades de depósito, custodia, recuento y clasificación de
monedas, billetes y demás objetos valiosos o peligrosos, así como en las
de transporte y distribución.

En los bancos, cajas de ahorro, entidades de crédito y en todos aquellos
otros establecimientos, instalaciones o actividades en los que el servicio
de seguridad se haya impuesto con carácter obligatorio.

Tercero.—El 75 por 100 del personal que preste servicios de seguridad:

En centrales nucleares, en petroquímicas, refinerías y depósitos de
combustibles.

En las fábricas de armas de fuego, en las de explosivos y en sus
almacenamientos.

En las actividades de transformación, depósito, transporte y distri-
bución de materias inflamables.

En servicios de suministro y distribución de agua, gas y electricidad.
Centrales de alarma.

Cuarto.—El 50 por 100 del personal que preste servicios de seguridad:

En los transportes públicos (puertos, aeropuertos, ferrocarriles, etc.)
y en los centros de telecomunicaciones.

En centros y sedes de medios de comunicación social.

Quinto.—El 25 por 100 del personal que preste servicios de seguridad
privada en establecimientos o ámbitos no incluidos en los apartados ante-
riores.

Sexto.—Los porcentajes establecidos en los apartados anteriores, com-
prenderán en todo caso, como mínimo, un vigilante de seguridad.

Madrid, 17 de junio de 2002.—El Secretario de Estado, Pedro Morenés
Eulate.

Excmo. Sr. Director general de la Policía, Sres. representantes de las Aso-
ciaciones de Empresas Privadas de Seguridad, de las Organizaciones
Sindicales, de las Asociaciones de Grandes Usuarios de Seguridad y
de las Asociaciones de Directores y Jefes de Seguridad.

MINISTERIO DE FOMENTO

11973 RESOLUCIÓN de 29 de mayo de 2002, de la Dirección Gene-
ral de la Vivienda, la Arquitectura y el Urbanismo, por
la que se dispone la publicación del convenio de colabo-
ración entre la Consejería de Obras Públicas, Vivienda y
Aguas de la Comunidad Autónoma de Canarias y el Minis-
terio de Fomento, sobre actuaciones de vivienda y suelo
(Plan de Vivienda 2002-2005).

Suscrito, previa tramitación reglamentaria, entre la Consejería de Obras
Públicas, Vivienda y Aguas de la Comunidad Autónoma de Canarias y
el Ministerio de Fomento, el día 29 de mayo de 2002, un Convenio de
colaboración sobre actuaciones de vivienda y suelo (Plan de Vivienda
2002-2005), y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 8.2 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, procede
la publicación de dicho Convenio que figura como anexo de esta Resolución.

Madrid, 29 de mayo de 2002.—El Director general, Fernando Nasarre
y de Goicoechea.

ANEXO

Convenio entre la Comunidad Autónoma de Canarias y el Ministerio
de Fomento sobre actuaciones protegidas en Materia de Vivienda y

Suelo del plan 2002-2005

En Madrid, a 29 de mayo de 2002.

De una parte, el excelentísimo señor don Francisco Álvarez-Cascos
Fernández, Ministro de Fomento, que actúa en nombre y representación


